	Original de Julián Carlos Ríos Martín

Manual de ejecución penitenciaria

Madrid. Colex, 1998 

EXTRANJEROS EN PRISIÓN
ABRIR LAS CÁRCELES INJUSTAS


ASPECTOS GENERALES

1.- ¿A quién se considera legalmente como extranjero?

El artículo 1 de la L.O. 7/1985, ley que regula los derechos y libertades de los extranjeros en España, establece que son extranjeros quienes carecen de nacionalidad española.

La situación de las personas extranjeras que cumplen pena de prisión en España debe estar animada por una finalidad humanitaria. En este sentido se manifiesta la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa, adoptada con fecha de 21 de junio de 1984 -R(84)12-, reconoce las dificultades que pueden encontrar los reclusos extranjeros por “la diferencia de lengua, de cultura, de costumbres y de religión”. Por ello, en la medida de lo posible, la normativa penitenciaria debería quedar orientada en su interpretación hacia la “atenuación de la soledad que los reclusos puedan experimentar y facilitar su tratamiento CON VISTAS A SU REINSERCION SOCIAL”, determinando las fórmulas que contemplen “sus necesidades específicas” y “garanticen iguales oportunidades que a los demás reclusos”. 

2.- ¿Tienen las personas presas extranjeras los mismos derechos que las personas presas nacionales?

Sí, según lo dispuesto por el artículo 13 de la Constitución Española. El Tribunal Constitucional ha reconocido, entre otras, en sus Sentencias 197/1984, 99/1985 y 114/1987, que los derechos de los extranjeros tienen una CONFIGURACIÓN PREDOMINAN-TEMENTE LEGAL, esto es, necesitan un desarrollo legal que les dé cobertura (derecho de asociación, derechos políticos y sociales), pero existen otros que son "INHERENTES A LA CONDICIÓN HUMANA", como el derecho a la vida, a la integridad física y a la LIBERTAD PERSONAL, que existen en todo caso. Los primeros han sido desarrollados por la Ley Orgánica 7/1985 de 1 de julio, reguladora de los derechos y libertades de los extranjeros en España y los segundos son la consecuencia constitucional (art. 10.2 C.E) de que España haya suscrito diversos Tratados y Convenios Internacionales, entre los que destacamos: Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos ratificado por Instrumento de 13 de abril de 1977, B.O.E. de fecha 30 de abril, Convenio sobre el Estatuto de Refugiado ratificado por Instrumento de 22 de Julio de 1978, B.O.E. de 21 de octubre de 1978 y Convenio Europeo de Derechos Humanos ratificado por Instrumento de 26 de septiembre de 1979, B.O.E. de 10 de octubre.

De todos los derechos que le son inherentes a la persona extranjera destacaremos LA LIBERTAD PERSONAL en la que rigen criterios de igualdad y por ello, para restringirla, son de aplicación todos los principios y garantías que son de aplicación para las personas nacionales (art. 24 C.E.). En este sentido también opera en condiciones de igualdad el artículo 25 de la C.E., debiendo estar las penas privativas de libertad de los extranjeros orientadas hacia la reeducación y reinserción social.
Finalmente, y como consecuencia de lo ya expuesto, los reclusos extranjeros mantienen, por tanto, los derechos consignados en el artículo 3 de la L.O.G.P., derechos como persona y derechos como recluso, así como los deberes descritos en el artículo 4 del mismo texto.

3.- ¿Qué es la Expulsión de un extranjero?
Una sanción que consiste en la salida obligatoria del territorio español. Esta sanción puede imponerse por dos vías diferentes. Por un lado, como sanción administrativa, en aplicación de las normas de la Ley de extranjería - Título IV de la L.O. 7/1985-. Por otro lado, como sanción penal, en aplicación de los artículos 89, 96.5 y 108 del Código Penal -L.O. 10/1995- como sustitución de la pena o aplicación de una medida de seguridad.

Las expulsiones llevan aparejadas una prohibición de regresar a España por un período que puede oscilar entre 3 y 10 años desde la fecha de expulsión. A su vez, dicha prohibición se extiende a todos los países que han suscrito la Convención de Schengen sobre la supresión de fronteras entre los Países Miembros de la Comunidad Europea: Francia, Alemania, Bélgica, Holanda, Luxemburgo, Portugal, Italia y Grecia.

4.- ¿Se puede expulsar a un extranjero que se encuentre cumpliendo condena?

Sí. Debemos puntualizar que con anterioridad a la entrada en vigor del Nuevo Código Penal esta posibilidad no existía en nuestra legislación penal. Sólo era posible la expulsión como sanción administrativa -art. 21.2 párrafo 2º de la L.O. 7/1985-. En este artículo se establecía la posibilidad de sustituir las penas de prisión por delitos menos graves (hasta 6 años de prisión) por la expulsión del territorio nacional.

Con la entrada en vigor del nuevo Código Penal, en los artículos 89, 96.5 y 108 del Código Penal, se introduce la expulsión en nuestro ordenamiento punitivo.

5.- ¿En qué supuestos se puede decretar la expulsión a las personas presas extranjeras?
Según hemos referido anteriormente la expulsión es aplicable tanto como sustitución de una pena privativa de libertad, como una medida de seguridad (ésta se aplica a quienes se les exime total o parcialmente de responsabi-lidad).

Como medida sustitutiva cabe su aplicación:


- EN PENAS INFERIORES A 6 AÑOS COMO SUSTITUCIÓN DE LA PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD IMPUESTA a aquellos extranjeros que no tengan residencia legal en España (art. 89.1 CP). También podrán sustituirse las penas de arresto de fin de semana por la expulsión, debido a que aquella, es considerada por el Código Penal como pena privativa de libertad. La nueva regulación penal no requiere para aplicar la expulsión que se hayan pagado las responsabilidades civiles. Para la aplicación de la expulsión siempre ES NECESARIA LA AUDIENCIA DEL CONDENADO. La competencia para su aprobación es, evidentemente, del Juez o Tribunal Sentenciador.


- EN PENAS IGUALES O SUPERIORES A 6 AÑOS cuando se hayan cumplido las 3/4 partes de condena. En este supuesto ya no nos encontramos ante una sustitución sino que, según nuestra consideración, estamos ante un plus sancionador que persigue una doble finalidad. Por un lado -y el único compatible con el Texto Constitucional- un acercamiento al país de origen antes de la finalización de la pena al considerar éste como único lugar donde se puede hacer efectiva la reinserción social. Por otro, como una fórmula, no muy acertada, de descongestionar las cárceles, disminuyendo así el número de presos.

Para esta forma de expulsión es necesario que la persona extranjera no sea residente legal en España, así como el tener cumplidas las 3/4 partes de su condena. También es necesaria la AUDIENCIA DEL CONDENADO. En cuanto al necesario cumplimiento de las 3/4 partes de la condena, es evidente, que en la redacción de dicho precepto se está pensando en el período de Libertad Condicional, olvidando, sin embargo, la posibilidad de adelantamiento de dicha institución a los 2/3 de la condena según el Nuevo Código Penal. El órgano competente para su aprobación, a propuesta del Ministerio Fiscal, es el Tribunal Sentenciador.

6.- ¿Existen alternativas a la expulsión de los reclusos extranjeros?
Sí. Aunque el régimen de aplicación actual prioritariamente se encamina hacia la expulsión, no debemos olvidar que, para que el tratamiento de los reclusos extranjeros pueda conducir a su efectiva reinserción social, se hace necesaria la existencia de alternativas que no produzcan un resultado de desventaja por no tener la condición de nacional.

7.- ¿Cuáles son las alternativas a la expulsión de los reclusos extranjeros?

- DISFRUTAR DE LA LIBERTAD CONDICIONAL  EN   EL  PAÍS  DE  ORIGEN. 

Esta posibilidad legal se encuentra regulada en el art. 197.1 del R.P. 1996. Como requisitos para su aplicación se establecen: la condición de no residente legal, la existencia de previa conformidad documentada del interno y la aprobación del Juez de Vigilancia Penitenciaria (ya no del Juez o Tribunal sentenciador que presupone el artículo 89 CP).

Esta alternativa, aunque parece similar a la expulsión, tiene efectos muy distintos. A este respecto, mientras que la expulsión a una persona extranjera lleva aparejada la prohibición de entrada a España durante un período de 3 a 10 años, el cumplimiento de la libertad condicional en el país de origen no conlleva dicha prohibición. Otra diferencia importante consiste en que esta posibilidad se puede conceder a las 2/3 partes de la condena -adelantamiento de la libertad condicional como beneficio penitenciario-; en cambio, la expulsión sólo puede concederse cuando se hayan cumplido las tres cuartas partes.

Ahora bien, si la posibilidad de cumplir la libertad condicional en el país de origen es más beneficiosa, no podemos ocultar que la misma es incompatible con la Expulsión, motivo éste por el que en el Anteproyecto de Ley Orgánica reguladora del Procedimiento ante los Juzgados de Vigilancia penitenciaria se propone la supresión de la misma tras el cumplimiento de las 3/4 partes de condena (art.89.1 párrafo 2º). A este respecto, debemos recordar referir nuevamente la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa R(84)12 en el sentido de que las decisiones relativas a la expulsión deben ser adoptadas lo antes posible, situación incompatible con la expulsión en el último período de cumplimiento de la condena, "sin atentar contra los derechos del detenido de recurrir contra esta decisión y teniendo en cuenta los vínculos personales del extranjero así como los efectos de la expulsión sobre su reinserción social".
Finalmente debemos referir que el Nuevo Código Penal no da solución legal al problema de aquellos reclusos cuya Extradición se encuentra suspendida por el cumplimiento de una pena en España, siendo esta vía, conceder la Libertad Condicional, la más adecuada a los fines pretendidos. Para MANZANARES SAMANIEGO este supuesto puede beneficiarse analógicamente de la regulación referida, pudiendo concederse la Libertad Condicional a quien desea empezar a cumplir cuanto antes la pena por la que ha sido solicitada y concedida la extradición.


- CUMPLIMIENTO DE LA CONDENA EN EL PAÍS DE ORIGEN EN VIRTUD DE TRATADO INTERNACIONAL. Esta fórmula se configura como una alternativa para los reclusos extranjeros, siempre que exista el Tratado Internacional correspondiente, como una vía de reinserción en su propio país de origen que no pasa por la expulsión. Esta medida se ha considerado como prioritaria por la Recomendación ya referida R(84)12 del Comité de Ministros del Consejo de Europa, ya que si la "expulsión va encaminada a impedir la vuelta de la persona expulsada al país", la repatriación, por aplicación de los Convenios de Traslado "es justamente el medio de evitar mejor las dificultades ya contempladas que se presentan para el Tratamiento de los reclusos extranjeros a consecuencia de la separación de su familia y de su medio cultural" (BUENO ARÚS, Boletín de Información del Ministerio de Justicia, nº 1422, págs. 3 y ss.).

España tiene suscritos TRATADOS INTERNACIO-NALES MULTILATERALES, Convenio Europeo de Traslado de Condenados (ámbito de aplicación países miembros del Consejo de Europa que lo hayan ratificado), Consejo de Europa 1983, B.O.E. nº 139 de 10-06-1985 así como TRATADOS BILATERALES suscritos y ratificados por España, en la actualidad 13 países, que se encuentran junto con las fechas de entrada en vigor en el ANEXO DOCUMENTAL.

Los procedimientos de tramitación para el cumplimiento de dichos Tratados en la práctica no son inferiores a UN AÑO, ya que es necesario recabar documentos por las administraciones de ambos países y la aprobación de ambas del Traslado. En España la solicitud no requiere formalidades específicas, pudiendo ser la misma realizada ante las autoridades consulares del país de residencia, dirigiéndose la misma ante la Subdirección General de Cooperación Internacional del Ministerio de Justicia. La aprobación se realiza por el Consejo de Ministros.

PECULIARIADES POR LA CONDICIÓN DE RECLUSO EXTRANJERO.
8.- ¿Existe alguna peculiaridad en el ingreso de un extranjero en un Centro Penitenciario?
Sí. Las personas extranjeras tienen derecho a que se ponga en conocimiento de las autoridades diplomáticas o consulares de su país el ingreso en prisión. Se les informará de este derecho de forma comprensible, a ser posible en el mismo idioma, siendo necesaria su AUTORIZACIÓN ESCRITA (art. 15.5 R.P.).

9.- ¿Pueden disfrutar los extranjeros de permisos?

Sí. La legislación penitenciaria no recoge ninguna limitación al régimen de permisos de las personas no nacionales. Sin embargo, las Circulares Internas de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias vienen recogiendo, desde la promulgación de la L.O.G.P., la condición de Extranjero como una variable de riesgo a considerar en cuanto a la posibilidad de no reingreso. Reiteraremos que la denegación sistemática de los permisos a los extranjeros, si fuera motivada atendiendo a dicha condición no superaría el filtro de constitucionalidad de los artículos 13 y 14.

Es evidente que en las denegaciones de permisos está presente, sólo en los supuestos en los que exista un análisis individualizado y así se demuestre, la carencia de arraigo en España. Esta circunstancia puede conducir a un posible quebrantamiento de condena, si bien, al extranjero deben ofrecérsele alternativas necesarias en este sentido. Por ello es necesario la participación de las diferentes asociaciones que puedan paliar dicho inconveniente y que se constituyen como un medio de ofrecer a los reclusos extranjeros las mismas posibilidades en su reinserción que a los reclusos nacionales. Dichas entidades colaboradoras son contempladas por el R.P. 1996 en su artículo 62.4. que hasta la fecha figuran inscritas en la Dirección General de Instituciones Penitenciarias con programas de intervención para extranjeros están en el ANEXO.

10.- ¿Existe alguna peculiaridad en cuanto a las comunicaciones de extranjeros?

Sí. Las comunicaciones y visitas se organizarán de forma que satisfagan las necesidades especiales de los reclusos extranjeros (41.7 R.P.), a los que se aplicarán, en igualdad de condiciones con los nacionales, las reglas generales del artículo 41, correspondiente a comunicaciones y visitas.

Por tanto, se reconocen los mismos derechos de comunicaciones y visitas y se determina la necesidad de satisfacer las circunstancias específicas de los extranjeros. En este sentido, deben procurarse como medidas tendentes a reducir el aislamiento y promover la resocialización, el facilitar las visitas de personas de la misma nacionalidad, lengua, religión o cultura así como la posibilidad de ser autorizados para pasar ratos libres con dichas personas.

Asimismo, se facilitará la comunicación con los Representantes Diplomáticos, quienes pueden servir de vehículo para mantener el contacto con el país de origen, facilitando libros y publicaciones en el idioma del país de origen (art. 49.3). En el mismo sentido hay que considerar que el propio reglamento determina la necesidad de que existan bibliotecas en los Centros Penitenciarios con publicaciones editadas en otros idiomas (art. 127.3 R.P. 1996).

Finalmente, y como medida tendente a evitar el aislamiento cultural de los reclusos extranjeros hay que considerar que su derechos a la formación se encuentra, como ya vimos, en condiciones de igualdad con los reclusos nacionales, debiendo facilitarles la posibilidad del aprendizaje de nuestra lengua y cultura (art. 118 R.P. 1996).

11.- ¿Influye la condición de recluso extranjero para el destino en los establecimientos?
Sí. Pero el destino a un establecimiento penitenciario no debe estar motivado exclusivamente por la nacionalidad. En este supuesto no es aceptable la concentración discriminatoria de reclusos extranjeros en prisiones que puedan constituir una "situación de ghetto". La concentración y destino de extranjeros a un Centro Penitenciario sólo puede atender a la conveniencia del internamiento junto a personas de la misma nacionalidad, lengua, religión o cultura y así facilitar el tratamiento. Es evidente que nunca debe a tenderse a primar en este sentido la comodidad administrativa frente a las razones de humanidad y resocialización.

En aquellos centros donde exista una concentración elevada de reclusos extranjeros es necesario que se observen sus prácticas y preceptos religiosos así como prestar atención a los problemas que puedan derivarse de sus diferencias culturales. Así pues, según dispone la R.(84)12 sería conveniente adoptar disposiciones específicas para la asistencia espiritual, el alimento, el vestido las horas de comida y el trabajo. Cuando dichas costumbres o prácticas sean minoritarias y no puedan ser admitidas, la motivación debe ser explicada al recluso.

12.- ¿Tienen los reclusos extranjeros los mismos derechos de información, queja y recursos?(art. 52.2 y ss. R.P.1996)
Sí. Además de las circunstancias en las que se debe dar la información al ingreso en un Establecimiento Penitenciario a un ciudadano español, los extranjeros deben ser informados de la posibilidad de solicitar la aplicación de tratados o convenios de traslado de personas condenadas.

Asimismo, se les facilitará la dirección y el número de teléfono de la representación diplomática acreditada en España del país correspondiente.

La Dirección General de Instituciones Penitenciarias debe editar folletos de referencia e información sobre la Legislación Penitenciaria en aquellos idiomas de grupos significativos de internos extranjeros, sino debe efectuarse una traducción oral inteligible por alguno de los funcionarios que conozcan el idioma. En todo caso, deben ser informados de la misma para que pueda exigírseles su cumplimiento. En este sentido es básico conocer las conductas prohibidas en prisión y sobre todo las sanciones a las mismas.


	ÉTRANGERS EN PRISON

OUVRIR LES PRISONS INJUSTES

ASPECTS GÉNÉRAUX

1.- Quelles sont les personnes considérées étrangères du point de vue légal ?

L’article premier de la L.O. (Loi organique) 7/1985, qui réglemente les droits et les libertés des étrangers en Espagne, établit que les étrangers sont les personnes qui ne possèdent pas la nationalité espagnole.

La situation des personnes étrangères qui purgent une peine de prison en Espagne doit s’encadrer dans un but humanitaire. La Recommendation R(84)12 du Comité des Ministres du Conseil de l’Europe, adoptée le 21 juin 1984, se manifeste dans ce sens et reconnaît les difficultés que les reclus étrangers peuvent éprouver due à “la différence de langue, de culture, de coutumes et de religion.” C’est pour cela que l’interprétation de la réglementation pénitentiaire devrait, dans la mesure du possible, s’orienter vers “l’atténuation de la solitude que les reclus peuvent éprouver et faciliter leur traitement en vue de leur réinsertion sociale”, en établissant des formules qui prennent en considération “leurs besoins spécifiques” et “garantissent les mêmes opportunités qu’aux autres reclus.”

2.- Les personnes étrangères emprisonnées ont-elles les mêmes droits que les ressortissants espagnols emprisonnés ?

Oui, selon les dispositions de l’article 13 de la Constitution espagnole. Dans les jugements 197/1984, 99/1985 et 114/1987, entre autres, le Tribunal constitutionnel a reconnu que les droits des étrangers ont une configuration essentiellement légale, c’est à dire qu’ils ont besoin du soutien d’un développement légale (droit d’assocation, droits politiques et socials), mais qu’il y en a d’autres qui sont “inhérents à la condition humaine” et qui existent dans tous les cas, comme le droit à la vie, à l’intégrité physique et à la liberté personnelle. Les premiers ont été développés par la Loi organique 7/1985, du 1er juillet, qui réglemente les droits et les libertés des étrangers en Espagne, et les seconds sont la conséquence constitutionnelle (article 10.2 C.E.) des traités et conventions internationaux signés par l’Espagne, entre lesquels il convient de signaler le Pacte international des droits civils et politiques, ratifié par document le 13 avril 1977, B.O.E. du 30 avril, la Convention sur le statut de réfugié ratifiée par document le 22 juillet 1978, B.O.E. du 21 octobre 1978 et la Convention européenne des droits de l’homme, ratifiée par document le 26 septembre 1979, B.O.E. du 10 octobre. 

De tous les droits qui sont inhérents à la personne étrangère, nous nous limiterons à celui de la liberté personnelle, règie par des critères d´égalité. Donc, quand il s’agit de la règlementer il faut tenir compte des mêmes principes et garanties applicables aux ressortissants espagnols (art. 24 C.E.). Dans ce sens l’article 25 de la Constitution opère aussi dans des conditions d’égalité, les peines de privation de liberté de personnes étrangères devant être orientées vers la reéducation y la réinsertion sociale.

Finalement, et d’après ce qui a été déja dit, les reclus étrangers maintiennent donc les droits consignés dans l’article 3 de la LOGP (Loi organique générale péniten-tiaire), droits en tant que personne et en tant que reclus, de même que les devoirs décrits dans l’article 4 du même texte.

3.- Qu’est-ce l’expulsion d’un étranger ?
C’est une sanction qui consiste en le départ obligatoire du territoire espagnol. Cette sanction peut être imposée de deux façons: d’un coté comme sanction administrative, en application des normes de la Loi des étrangers -titre IV de la L.O. 7/1985- ; de l’autre, comme sanction pénale, en application des articles 89, 96.5 et 108 du Code pénal -L.O. 10/1985- comme substitution à la peine ou comme application d’une mesure de securité.

Les expulsions comportent l’interdiction de rentrer en Espagne pour une période qui peut varier de 3 à 10 ans à compter de la date d’expulsion. De même, cette interdiction s’étend à tous les pays qui ont signé la Convention de Schengen relative à la suppression des frontières entre les pays membres de la Communauté européenne : France, Allemagne, Belgique, Hollande, Luxembourg, Portugal, Italie et Grèce.

4. Peut-on expulser un étranger qui est en train de purger une peine ?

Oui. Il faut préciser qu’avant l’entrée en vigueur du nouveau Code pénal cette possibilité n’existait pas dans la législation pénale espagnole. L’expulsion était possible uniquement en tant que sanction administrative -art.21.2 paragraphe 2 de la L.O. 7/1985- Cet article établissait la possibilité de remplacer les peines de prison pour les délits moins graves (jusqu’à 6 ans de prison) par l’expulsion du territoire national. 

Avec l’entrée en vigueur du nouveau Code pénal, les articles 89, 96.5 et 108 introduisent l’expulsion dans notre règlement punitif. 

5.- Quels sont les cas dans lesquels il est possible de décréter l’expulsion de personnes étrangères emprisonnées ?

Comme nous avons déja indiqué ci-dessus, l’expulsion est applicable soit comme une substitution à une peine de privation de liberté soit comme une mesure de securité (celle-ci s’applique aux personnes qui ont été exonérées total ou partiellement de responsabilité civile).

Comme mesure de substitution elle peut être appliquée dans les cas suivants :

-AVEC DES PEINES INFÈRIEURES À 6 ANS COMME SUBSTITUTION D’UNE PEINE DE PRIVATION DE LIBERTÉ IMPOSÉE aux étrangers qui n’ont pas de résidence légale en Espagne (art. 89.1 CP). L’expulsion pourra aussi substituer les peines de prison de fin de semaine, étant donné que cette peine est considérée dans le Code pénal comme une peine de privation de liberté. La nouvelle réglementation pénale n’exige pas que les responsabilités civiles aient été payées pour pouvoir appliquer l’expulsion. Par contre, l’application de l’expulsion EXIGE TOUJOURS L’AUDIENCE DU COMDAMNÉ. L’approbation de l’expulsion est de la compétence du Juge ou du Tribunal qui condamne.

-AVEC DES PEINES DE 6 ANS OU PLUS quand les ¾ de la peine ont été purgés. Dans ce cas il ne s’agit pas d’une expulsion sinon, à notre avis, d’un supplément de sanction qui a un double but : d’un côté -et le seul qui soit compatible avec le Texte constitutionel- un rapprochement, avant la finalisation de la peine au pays d’origine, considéré comme le seul endroit où la réinsertion sociale peut être effective ; de l’autre, comme une formule pas très appropriée pour décongestionner les prisons en réduisant de cette façon le nombre de reclus. 

L’application de cette forme d’expulsion requiert que la personne étrangère ne soit pas résidente légale en Espagne, et qu’elle ait purgé les ¾ de sa peine. L’AUDIENCE DU CONDAMNÉ est également nécessaire. En ce qui concerne l’exécution nécessaire des ¾ de la peine, il est évident que ce précept est conçu en relation avec la période de liberté conditionnelle, mais qu’il n’envisage pas, pourtant, la possibilité d’avancer dite liberté au 2/3 de la peine selon le nouveau Code pénal. Le Tribunal qui condamne est l’organe compétent en ce qui concerne l’approbation de l’expulsion sur proposition du Ministère Public.

6.- Existe-t-il des alternatives à l’expulsion des reclus étrangers ?

Oui. Bien que le régime d’application actuel tende de façon prioritaire vers l’expulsion, il ne faut pas oublier qu’afin d’obtenir la réinsertion sociale effective des reclus étrangers, il est nécessaire d’avoir des alternatives qui évitent les résultats discriminatoires pour les personnes qui ne sont pas ressortissants espagnols. 

7.- Quelles sont les alternatives à l’expulsion des reclus étrangers ?


-BÉNÉFICIER DE LA LIBERTÉ CONDITIONNELLE  DANS  LE  PAYS  D’ORIGINE.

Cette possibilité légale est réglementée par l’article 197.1 du R.P. (Règlement pénitencier) 1996, avec les conditions suivantes : ne pas être résident légal, l’existence de la conformité préalable du reclus et l’approbation du Juge de surveillance pénitentiaire (et non du juge ou tribunal qui condamne présupposé dans l’article 89 du Code pénal).

Cette alternative, qui paraît semblable à l’expulsion, a pourtant des effets bien différents. À cet égard, tandis que l’expulsion d’une personne étrangère comporte l’interdiction de rentrer en Espagne pendant une période qui varie de 3 à 10 ans, l’exécution de la liberté conditionnelle dans le pays d’origine ne comporte pas une telle interdiction. Une autre différence importante est que cette possibilité peut être accordée quand les 2/3 de la peine ont été purgés -avancement de la liberté conditionnelle comme bénéfice pénitentiaire- ; par contre, l’expulsion ne peut être accordée que lorsque les ¾ de la peine ont été purgés.

Or, si la possibilité d’effectuer la liberté conditionnelle dans le pays d’origine est plus avantageuse, il ne faut pas oublier qu’elle est incompatible avec l’expulsion, raison pour laquelle l’Avant-projet de loi organique qui réglemente la procédure devant les Tribunaux de surveillance pénitentaire la supprime après l’accomplissement des ¾ de la peine (article 89.1 paragraphe 2). À cet égard, il faut citer de nouveau la Recommendation R(84)12 du Comité des Ministres du Conseil de l’Europe en ce qui concerne les décisions relatives à l’expulsion qui doivent être adoptées aussitôt que possible, situation qui est incompatible avec l’expulsion pendant la dernière période d’exécution d’une peine, “sans attenter aux droits du reclus de faire appel de cette décision et tenant compte des liens personnels de l’étranger ainsi que des effets de l’expulsion sur sa réinsertion sociale”.
Finalement il faut indiquer que le nouveau Code pénal n’apporte pas de solution légale au problème des reclus dont l’extradition est suspendue à cause de l’exécution d’une peine en Espagne. Donce le choix d’accorder la liberté conditionnelle sera le plus approprié en vu du but recherché. Pour MANZANARES SAMANIEGO les reclus dont l’extradition est suspendue pourraient se bénéficier par analogie de la liberté conditionnelle dans leurs pays d’origine dans le cas où ils voudraient commencer au plus tôt à purger la peine pour laquelle l’extradition a été accordée.

- EXÉCUTION DE LA PEINE DANS LE PAYS D’ORIGINE EN VERTU D’UN TRAITÉ INTERNATIONAL. Cette formule est une alternative pour les reclus étrangers du moment qu’il existe un traité international correspondant, et permet la réinsertion dans le pays d’origine sans passer par l’expulsion. Cette mesure est considérée prioritaire par la Recommendation R(84)12 du Comité des Ministres du Conseil de l’Europe, puisque si “l’expulsion est destinée à éviter le retour de la personne expulsée”, le rapatriement effectué suite à l’application des Conventions de transfert “est justement le moyen de mieux éviter les difficultés causées par la séparation de la famille et du milieu culturel et auxquels le traitement des reclus étrangers doit faire face” (BUENO ARÚS, Boletin de Información del Ministerio de Justicia, nº1422, p. 3 et ss.).

L’Espagne a signé des TRAITÉS INTERNATIONAUX MULTILATÉRAUX, tels que la Convention Européenne de Transfert des Condamnés (le territoire d’application recouvre les pays membres du Conseil de l’Europe qui l’ont ratifiée), Conseil d’Europe 1983, B.O.E. nº139 du 10 juin 1985, ainsi que des TRAITÉS BILATÉRAUX avec 13 pays, énumérés dans l’ANNEXE DOCUMENTAIRE avec leurs dates d’entrée en vigueur.

Les démarches d’application de ces traités durent normalement plus d’UN AN, étant donné qu’il faut obtenir des documents et l’approbation du transfert des administrations des deux pays. En Espagne la demande ne réquiert pas de formalités spécifiques, et peut être réalisée devant les autorités consulaires du pays de résidence et adressée à la Sous-direction générale de coopération internationale du Ministère de la justice (Subdirección General de Cooperación Internacional). L’approbation est accordée par le Conseil des Ministres.

PARTICULARITÉS DE LA CONDITION DE RECLUS ÉTRANGER

8.- Existe-t-il des particularités relatives à l’entrée d’un étranger dans un centre pénitentiaire ?

Oui. Les personnes étrangères ont le droit à ce que les autorités diplomatiques ou consulaires de leurs pays soient informées de l’entrée en prison. Elles doivent être informées de ce droit de façon intelligible, si possible dans leur propre langue, et leur AUTORISATION ÉCRITE est nécessaire (art. 15.5 R.P.).

9.- Les étrangers peuvent-ils bénéficier de permis ?
Oui. La législation pénitentiaire n’établit aucune limitation au régime de permis des personnes étrangères. Pourtant, depuis l’entrée en vigueur de la L.O.G.P., les circulaires internes de la Direction générale des institutions pénitentiaires utilisent la condition d’étranger comme une variable de risque qu’il faut prendre en considération à l’égard d’une possible évasion de peine. Il faut insister sur le fait que si le refus systématique de permis pour les étrangers est motivé par ce facteur, il ne passera pas le filtre de constitutionalité des articles 13 et 14.

Il est évident que le manque d’enracinement est un facteur qui justifie les refus de permis quand il est possible de prouver qu’il y a eu une analyse individuelle du cas. Telle circonstance peut mener a une possible non-exécution de la peine, mais de toutes façons il faut proposer à l’étranger des alternatives. Pour cela il faut compter sur la participation des diverses associations qui peuvent pallier à cet inconvénient et qui représentent un moyen de fournir aux reclus étrangers les mêmes possibilités de réinsertion que celles des reclus espagnols. L’article 62.4 du R.P. 1996 fait référence a ces organisations collaboratrices. Celles qui jusqu’à présent étaient inscrites auprés de la Direction générale des institutions pénitentiaires avec des programmes d’intervention pour étrangers se trouvent dans l’ANNEXE.

10.- Existe-t-il des particularités rela-tives aux communications des étrangers ?

Oui. Les communications et les visites s’organisent de façon à ce qu’elles puissent satisfaire les besoins spécifiques des reclus étrangers (41.7 R.P.), auxquels les règles générales de l’article 41 relatives aux communications et visites doivent être appliquées dans les mêmes conditions que pour les espagnols. 

Par conséquent, les mêmes droits de communications et de visites sont reconnus et le besoin de subvenir aux circonstances spécifiques des étrangers est établi. Ainsi, il faut faciliter, comme mesures tendantes à reduire l’isolement et encourager la resocialisation, les visites de personnes de la même nationalité, langue, religion ou culture et la possibilité d’avoir l’autorisation de passer des moments de loisir avec ces personnes.

En plus, il faut faciliter la communication avec les représentants diplomatiques, qui peuvent agir comme liaison pour maintenir le contact avec le pays d’origine en fournissant des livres et des publications dans la langue du reclus (art. 49.3). À cet égard il faut considérer que le règlement lui-même établi le besoin de publications en langues étrangères dans les bibliothèques des centres pénitentiaires (article 123.3 R.P. 1996).

Finalement, et comme mesure visant à éviter l’isolement culturel des reclus étrangers, il faut prendre en considération que leurs droits de formation sont les mèmes que ceux des reclus espagnols et qu’il faut leur donner la possibilité d’étudier la langue et la culture espagnole (art. 118 R.P. 1996).

11.- La condition de reclus étranger est-elle un facteur à tenir en compte relatif à l’affectation dans les centres péniten-tiaires ?

Oui. Mais l’affectation à un centre pénitentiaire ne doit pas être motivée uniquement par la nationalité. À cet égard, la concentration discriminatoire des reclus étrangers qui risque de constituer une “situation de ghetto” n’est pas acceptable. La concentration et l’affectation d’étrangers devraient répondre uniquement au besoin d’internement auprès de personnes de la même nationalité, langue, religion ou culture et ainsi faciliter le traitement. Il est évident que relatif à cette situation l’intérêt de l’administration ne doit jamais se superposer aux raisons humanitaires et de resocialisation.

Dans les centres pénitentiaires ayant une grande concentration de reclus étrangers, il faut observer leurs coutumes et precepts religieux et s’occuper des problèmes qui peuvent découler de leurs différences culturelles. Selon la Recommendation R(84)12 il conviendrait d’accorder des mesures spécifiques relatives à l’assistence spirituelle, l’alimentation, le vêtement, les heures des repas et le travail. Quand ces coutumes et pratiques sont minoritaires, les raisons pour lesquelles elles ne peuvent pas être prises en compte doivent être expliquées aux reclus.

12.- Les reclus étrangers ont-ils les mêmes droits d’information, de plaintes et de recours ? (art. 52.2 et ss. R.P. 1996)

Oui. En outre des circonstances dans lesquelles un ressortissant espagnol doit être informé lors de son entrée dans un Centre Pénitentiaire, les étrangers doivent être informés au sujet de la possibilité de demander l’application des traités ou conventions de transfert de personnes condamnées.

De même, il faudra leur founir l’adresse et le numéro de téléphone de la représentation diplomatique de leur pays en Espagne.

La Direction générale des Institutions Pénitentiaires doivent éditer des brochures de référence et d’information dans les langues des groupes représentatifs de reclus étrangers relatifs à la Législation Pénitentiaire. Si il n’y a pas de brochure dans la langue du reclus, un fonctionnaire parlant sa langue doit en faire une traduction orale intelligible. En tous cas, les reclus étrangers doivent être informés d’une telle législation afin de pouvoir l’exécuter. Dans ce sens il est essentiel de connaître les comportements interdits en prison et surtout leurs sanctions.


	FOREIGN INMATES
(OPENING UNJUST PRISONS)

GENERAL ASPECTS 

1.- Who are considered foreigners from a legal point of view?

Section 1 of the Ley Orgánica 7/1985 (L.O. 7/1985), which regulates the rights of foreigners in Spain, states that foreigners are people who do not possess Spanish nationality. 

The situation of foreign persons sentenced to prison terms in Spain must be dealt with from a humanitarian point of view. In this spirit, Recommendation R(84)12 of the Committee of Ministers of the Council of Europe, adopted on 21st June 1984, acknowledges the difficulties that foreign inmates can face owing to “differences in language, culture, habits and religion.” In consequence, the preparation and interpretation of penitentiary regulations should be oriented towards “mitigating the loneliness that can be experienced by inmates and facilitating their treatment WITH A FOCUS ON THEIR SOCIAL REHABILITATION,” by establishing measures which contemplate “their specific needs” and “ensure equal opportunities with respect to other inmates.”

2.- Do foreign inmates have the same rights as Spanish ones? 
Yes they do according to section 13 of the Spanish Constitution. The Constitutional Court has repeatedly acknowledged (i.e. Sentences 197/1984, 99/1985, 114/1987 and others) that the legal rights of foreigners have a PREDOMINANTLY LEGAL CONFIGURATION. This means that such rights require statutory development for proper coverage (i.e. right of assembly, political and social rights) and they have indeed been developed by the L.O. 7/1985 (of 1st July 1985). But there are other rights which are “INHERENT IN THE HUMAN CONDITION,” such as the right to life, to physical integrity and to PERSONAL FREEDOM, and these rights prevail in all cases. These are the constitutional consequence (under section 10.2 of the Constitution) of Spain having signed certain international treaties and conventions such as the International Covenant on Civil and Political Rights ratified by Instrument of 13th April 1977, BOE (Boletín Oficial del Estado or Official National Gazette) of 30th April, the Convention on the Status of Refugees ratified by Instrument of 22nd July 1978, BOE of 21st October, and the European Convention on Human Rights ratified by Instrument of 26th September 1979, BOE of 10th October. 

Of all those rights inherent in foreigners we will insist on PERSONAL FREEDOM, concerning which egalitarian criteria must prevail. Therefore, if personal freedom is to be restrained, all those principles and safeguards applicable to Spanish citizens (under section 24 of the Constitution) are also applicable to foreign persons. In this respect, section 25 of the Constitution also operates in conditions of equality as it states that penal sanctions involving loss of freedom must be aimed at re-education and social rehabilitation. 

Lastly, and as a result of the above, foreign inmates have the rights specified in section 3 of the LOGP (Ley Orgánica General Penitenciaria or General Penitentiary Organic Law), both as persons and as prisoners, as well as the duties described in section 4 of the same text.

3.- What is the expulsion of a foreigner?
Expulsion is a sanction consisting of compulsory departure from Spanish territory. This sanction can be imposed in two different ways: on the one hand, as an administrative sanction under the provisions of the Ley de Extranjería (Foreign Status Act) - Title IV of the LO 7/1985 -, on the other, as a penal sanction in application of sections 89, 96.5 and 108 of the Criminal Code - LO 10/1995 – as a substitute action or as the application of a security measure. 

Expulsions involve a prohibition to return to Spain for a period of between 3 and 10 years from the date of expulsion. This prohibition is made extensive to the countries that have signed the Schengen Agreement on removal of frontiers between member countries of the European Community: France, Germany, Belgium, The Netherlands, Luxembourg, Portugal, Italy and Greece.

4.- Can expulsion be imposed on a foreigner who is serving a sentence in Spain? 

Yes. It must be pointed out that this possibility did not exist in Spanish legislation prior to the enactment of the New Criminal Code (Nuevo Código Penal). Only expulsion as an administrative sanction was possible – section 21.2 2nd paragraph of the LO 7/1985 –. This section established the possibility of substituting certain prison sentences (of up to 6 years in prison) with expulsion from national territory. 

With the enactment of the New Criminal Code, sections 89, 96.5 and 108 of said Code introduce expulsion in the Spanish punitive system.

5.- In which cases can expulsion be imposed on foreign inmates? 

As mentioned above, expulsion can be applied either as a substitute sanction (instead of a penal sanction involving loss of freedom) or as a security measure (applicable to those declared exempt of partial or total civil liability).

As a substitute measure it can be applied: 


- AS AN ALTERNATIVE TO A PENAL SANCTION CONSISTING OF LOSS OF FREEDOM FOR A PERIOD OF 6 YEARS OR LESS for foreigners who do not have legal residence in Spain (section 89.1 Criminal Code). Also week-end imprisonments can be replaced with expulsion as such short imprisonments are also considered by the Criminal Code as a punitive loss of freedom. The new penal legislation does not require clearance of civil liabilities as a condition for expulsion. In order for expulsion to take place THE SENTENCED PERSON MUST BE HEARD. The Sentencing Court, Judge or Magistrate is competent to dictate expulsion. 


- IF THE PERIOD OF LOSS OF FREEDOM IS 6 YEARS OR MORE after 3/4 (three quarters) of the sentence have been served. In this case, it is not a question of a substitute sanction. In our opinion, this constitutes an additional sanction having a double purpose: on the one hand - the only purpose compatible with the Constitution - expulsion amounts to repatriation prior to termination of the sentence as one’s own country is considered the only place where social rehabilitation can take place. On the other, it appears as a means - certainly not the most appropriate - to relieve population pressure from prisons by reducing the number of inmates. 

In addition to having served 3/4 of the prison sentence, another requisite of this form of expulsion is that it can only be applied to foreign persons who are not legal residents of Spain. Here again, the right TO BE HEARD must be respected. As for the serving of 3/4 of the sentence, it is evident that the wording of this precept was made bearing in mind parole, forgetting, however, the possibility of advancing the parole period to 2/3 (two thirds) of the sentence as stipulated in the New Criminal Code. The competent organ for its approval is the Sentencing Court on a proposal from the Prosecution.

6.- Are there any alternatives to the expulsion of foreign inmates?
Yes, there are. Although the policies currently applied favour expulsion, it must not be forgotten that, in order for treatment of foreign inmates to lead to their effective social rehabilitation, it becomes necessary to find alternatives that do not involve discrimination due to lack of Spanish nationality.

7.- Which are the alternatives to the expulsion of foreign inmates?


- HAVING THE BENEFIT OF PAROLE IN THEIR COUNTRY OF ORIGIN. 

This legal possibility is regulated in section 197.1 of R.P. (Reglamento Penitenciario or Penitentiary Regulations) 1996. The requisites for its application are the following: the condition of not being a legal resident in Spain, the existence of the well-documented agreement of the inmate and the approval of the Prison Monitoring Judge (Juez de Vigilancia Penitenciaria) not that of the Sentencing Court, Judge or Magistrate as presupposed by section 89 of the Criminal Code. 

Although this alternative might seem similar to expulsion, it has quite different effects; whilst the expulsion of a foreign person involves the prohibition of returning to Spain for a period between 3 and 10 years, serving parole in the country of origin does not involve said prohibition. Another important difference is that this possibility can be granted once 2/3 of the sentence have been served - advancing parole as a penitentiary benefit, whilst expulsion can only be decreed after 3/4 have been served.

However, whilst the possibility of enjoying parole in the country of origin is more beneficial, it is incompatible with expulsion. For this reason, the draft bill (Anteproyecto de Ley Orgánica) on Procedures before the Prison Monitoring Courts (Juzgados de Vigilancia Penitenciaria - courts with special duties in the matter of criminal sentences) proposes the elimination of expulsion when 3/4 of a sentence have been served (section 89.1 2nd paragraph). In this respect, we must refer again to Recommendation R(84)12 of the Committee of Ministers of the Council of Europe which says that decisions related to expulsion must be adopted as soon as possible, “making no attempt to curtail the right of the inmate to appeal against this decision and taking into account the personal relations of the foreign person and the effects of expulsion on his/her social rehabilitation.” Such a situation is incompatible with expulsion within the last part of the sentence period

Finally, it must be said that the New Criminal Code provides no solution to the problem of inmates whose extradition is suspended because they are serving a sentence in Spain. In these cases granting parole in the country of origin is the most appropriate way to serve the purposes that have been mentioned. According to MANZANARES SAMANIEGO, in the case of suspended extradition an inmate can similarly have the benefit of parole in the country of origin, given that parole can be granted to those wishing to start serving as soon as possible the sentence for which extradition was requested and granted. 


- SERVING THE SENTENCE IN THE COUNTRY OF ORIGIN UNDER AN INTERNATIONAL TREATY. As long as there exists an international treaty, this formula constitutes for foreign inmates an alternative to expulsion, fostering rehabilitation in his/her country of origin without expulsion. This measure has been considered preferential by Recommendation R(84)12 of the Committee of Ministers of the Council of Europe as “whilst expulsion is meant to prevent the return of the person expelled,” repatriation, in application of the Conventions on the Transfer of Sentenced Persons “is namely the means to best prevent the difficulties already contemplated which arise in the treatment of foreign inmates as a result of separation from their families and from their cultural environment. ” BUENO ARÚS, Boletín de Información del Ministerio de Justicia, no. 1422, pages 3 & foll.).

Spain has signed MULTILATERAL INTERNATIONAL TREATIES such as the European Convention on the Transfer of Sentenced Persons (scope of the Convention: those member countries of the Council of Europe having ratified it), Council of Europe 1983, BOE no. 139 10th June 1985, as well as BILATERAL TREATIES with at present [Jan. 1998] 13 countries, listed in the ANNEX together with the dates of effectiveness.

In practice, the procedures for implementing the provisions of the Treaties normally take more than A YEAR, as documents and approval of transfer must be obtained from both countries. In Spain, the application does not require specific formalities and can be made before the consular authorities of the country of residence, addressed to the Subdirección General de Cooperación Internacional del Ministerio de Justicia. It must be approved by the Council of Ministers. 

PECULIARITIES ARISING FROM THE CONDITION OF FOREIGN INMATE. 

8.- Are there any peculiarities to the imprisonment of a foreign person in a penal institution? 

Yes. Foreign persons are entitled to their imprisonment being notified to the diplomatic or consular authorities of their country. They shall be informed of this right in an intelligible manner and, if possible, in their own language, written authorisation being necessary for such notification (Section 15.5 R.P.).

9.- Can foreigners enjoy leaves of absence?
Yes. Prison legislation does not impose any limitation whatsoever to policy on leaves of absence of foreign persons. However, following enactment of the LOGP, the internal memorandums of the Dirección General de Instituciones Penitenciarias mention the condition of foreigner as a risk factor when considering the possibility of no-return. It must be emphasised that systematic denial of leaves of absence to foreigners, if the reason provided is the one just mentioned, would infringe sections 13 and 14 of the Constitution. 

Obviously, lack of ties in Spain, which can lead a foreign inmate to elude a sentence, is an acceptable cause of denial of leave when there has been well documented individual analysis of the case. For this reason alternatives which can compensate for such a lack of ties should be made available, including the participation of associations as stipulated in section 62.4 of R.P. 1996 since they can palliate this problem and contribute to providing foreign inmates with the same opportunities of rehabilitation as Spanish ones. Associations having intervention programmes registered with the Dirección General de Instituciones Penitenciarias are listed in the ANNEX. 

10.- Are there any peculiarities as to communications of foreigners? 

Yes. Communications and visits shall be organised in such a way to satisfy the special needs of foreign inmates (41.7 R.P.), and the general provisions of section 41, concerning communications and visits, should be applied to them in the same conditions as those applied to Spaniards. 

Therefore, equal rights of communications and visits are contemplated and the need to satisfy the specific circumstances of foreigners is determined. In this context, measures must be implemented aiming at reducing isolation and promoting re-socialisation, favouring visits of persons of the same nationality, religion or culture as well as the possibility of being authorized to spend free time with these persons. 

Likewise, communications with diplomatic representatives should be favoured, as these can serve as a means of maintaining contact with the country of origin, by way of books and publications in the inmate’s language (section 49.3). For this reason the Reglamento Penitenciario (Penitentiary Regulations) requires prisons to have libraries with foreign language publications (section 127.3 R.P. 1996).

Lastly, as a measure aiming at preventing cultural isolation of foreign inmates, their right to education and learning must be given the same consideration as that of Spaniards, and the study of the Spanish language and culture must be encouraged (section 118 R.P. 1996).

11.- Is the condition of being a foreigner a factor in deciding where an inmate is to serve a prison sentence ? 

Yes. But assignment to a given penal institution should not be made exclusively on the basis of nationality. Discriminatory concentration of foreign inmates in prisons constituting a “ghetto” situation is not acceptable. Concentration in or assignment of foreigners to a certain penal institution should only result from the internment on the basis of nationality, language, religion or culture as a means of facilitating treatment. Obviously, administrative convenience, as opposed to humanitarian reasons and rehabilitation must never be a determining factor for assignment of prisoners.

In institutions with a high concentration of foreign inmates, their religious practices and precepts must be observed and proper attention paid to the problems that can arise from their cultural differences. Therefore, in accordance with the provisions of R.(84)12, specific measures should be adopted regarding spiritual assistance, food, clothing, meal times and work. When said customs or practices are those of a small minority and cannot be catered to, the reasons must be explained to the inmate

12.- Do foreign inmates have the same rights of information, complaint and appeals? (section 52.2 and foll. R.P.1996)
Yes. Aside from the information given to Spaniards when imprisoned, foreigners must also be informed of the possibility of requesting the application of treaties or conventions regarding the transfer of convicted persons. 

They will also be given the address and telephone number of the diplomatic representation of their country accredited in Spain. 

The Dirección General de Instituciones Penitenciarias shall publish reference and information leaflets on penitentiary legislation in the languages of significant groups of foreign inmates. Otherwise an intelligible oral translation must be made by a civil servant who knows the foreign inmate’s language. At any rate, foreign inmates must be informed of said legislation so that they can be asked to comply with it. In this respect, it is essential that inmates know which conducts are forbidden in prison and, especially, the corresponding sanctions. 
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